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Boogotá D.C, 14 de marzo de 2022 

 
 
Señor 
 
 
JUZGADO  46 CIVIL DEL CIRCUITO DE BOGOTÁ D.C. 
j46cctobt@cendoj.ramajudicial.gov.co 
E.  S.  D. 
 
 
 
ASUNTO               SUSTENTSCIÓN DE APELACIÓN  
 
REF:                           Escrito de sustentación de apelación  
PROCESO:               Reivindicatorio de Dominio 
DEMANDANTE:      José del Carmen Mogollón Rodríguez 
DEMANDADOS:      José Álvaro Mogollón Rodríguez, Sebastián y Joaquín Mogollón Ruíz 
RADICADO:            110014003001-202000668-01 
 
 
 
Saludo respetuoso 
 
 
 
Olga Rosa Rodríguez Rodriíguez, domiciliada y residente en la ciudad de Bogotá D.C, e, 
identificada con cédula de ciudadanía número 35.504.344 de Bogotá D.C,  con Tarjeta 
Profesional número 317737 del C.S.J., actuando en calidad de apoderada  del señor José del 
Carmen Mogollón Rodríguez, parte apelante por adhesión  dentro del proceso de la referencia; 
por medio del presente escrito y oportunamente, me permito presentar escrito de sustentación 
al recurso de apelación presentado contra la sentencia proferida de forma oral en audiencia 
realizada virtualmente por el Juzgado Primero Civil Municipal de la ciudad de Bogotá D.C,  el día 
diez (10) de noviembre del año dos mil veintiuno (2021), a las diez (10) de la mañana, recurso 
solicitado por la parte demandada y adherida en audiencia, recurso admitido por su despacho el 
cual  debe ser sustentado por escrito.  
 
  
RAZONES DE INCOFORMIDAD CON LA PROVIDENCIA APELADA 
De conformidad con lo establecido en el artículo 327 y 328 números 3,4,5, del Código General 
del Proceso, me permito presentar las inconformidades que le asisten a mí poderdante respecto 
al sentido del fallo emitido por el Juzgado Primero Civil Municipal de la ciudad de Bogotá D.C, 
inconformidad que presento en los siguientes términos. 
 
La Corte Constitucional indicó que el defecto procedimental absoluto, “se presenta cuando 

el juez actúa al margen del procedimiento establecido, es decir, cuando se aparta abierta e 

injustificadamente de la normativa procesal aplicable. Lo anterior conduce al desconocimiento 

absoluto de las formas del juicio, porque (i) el funcionario judicial sigue un trámite ajeno al 

pertinente o (ii) pretermite etapas o fases sustanciales del procedimiento legalmente establecido, 

en detrimento del derecho de defensa y contradicción de una de las partes”.  Entre las reiteradas 

tutelas por violación al debido proceso respetuosamente cito la Sentencia T-112/20. 

 

1.- Los principios del derecho procesal tales como la lealtad procesal,  derecho de contradecir 
las pruebas allegadas, a defenderse, a la publicidad, al principio de legalidad, son principios que no 
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se pueden soslayar so pena de violar el debido proceso, estos principios son herramientas de uso 
tanto para la parte activa como para la parte pasiva, el a quo  debió valorar y corregir  la conducta 
de la contraparte en  el momento determinado y preclusivo dispuesto en la ley,   permitir la 
igualdad de las partes en el debate probatorio, es  un deber encomendado  al juzgador como 
administrador de justicia.  “El principio de lealtad procesal permite que a través de la 

administración de justicia que el juez corrija y sancione las conductas que pueden generar 

violaciones de los derechos de defensa y al debido proceso de las partes vinculadas a un trámite 

judicial, a efectos de garantizar la igualdad procesal”. Sentencia T-341/18. 

 

2.-  El estatuto procesal contempla 2 clases de excepciones, las previas o perentorias que son 
taxativas y las de mérito o de fondo, las cuales se componen de hechos, y cada hecho va 
acompañado de pruebas, con el fin de desvirtuar las pretensiones de la demanda,  estas últimas 
se resuelven en la sentencia, es así que al juez le pareció irrelevante cuando le manifesté que 
desconocía el contenido de la contestación de la demanda, que la parte demandada no realizó el 
traslado pertinente, que por ello, no podía fijar el litigio, pues  los hechos en discrepancia entre 
uno y otro escrito, me eran ajenos, la respuesta del juez a mi queja  fue decir que; “como la parte 
demandada no había formulado excepciones, no se corría traslado”. Si el expediente estuviera en físico 
en la secretaría del juzgado, no habría lugar a la queja, pue sería negligencia mía no acudir a la 
secretaria del juzgado a pedir copia del contenido de la contestación de la demanda y su acápite 
de pruebas.  
 

 En este orden se tiene que; lo que el juez arguye en audiencia contradice el Artículo 101 y 
el Artículo 370 del CGP, pues ambos Artículos confluyen en el Articulo 110, y en ambas 
excepciones, el demandante tiene el derecho a conocer las  pruebas, los hechos de la contestación 
de la demanda de acuerdo al principio de Legalidad y Publicidad, igualmente, subsanar defectos, 
pedir pruebas, allegar nuevas pruebas  o tacharlas  si hay lugar a ello, es un derecho constitucional 
que tienen las partes tanto la activa como la pasiva, esta etapa es definitiva,  pues  en ella se debate 
el derecho sustancial de la parte demandante, el desconocimiento del  escrito y sus anexos pone 
en desigualdad y desventaja a la parte activa del proceso en la etapa probatoria, toda ves que no 
puede controvertir ni tachar los documentos allegados por la contraparte, fijar adecuadamente el 
litigio, practicar el interrogatorio de manera clara y concreta,  o solicitarlo si es necesario, y por 
último, hacer los alegatos de conclusión, pues no se puede discrepar sobre lo que se desconoce, 
inclusive, para solicitar el recurso, es desventajoso,  porque no se puede estar en desacuerdo con 
la postura del a quo, si se desconoce el acervo probatorio allegado en la contestación de la 
demanda.  
 

 
Por otro lado, el defecto fáctico se produce cuando el juez toma una decisión sin que los hechos 
del caso se subsuman adecuadamente en el supuesto de hecho que legalmente la determina, como 

consecuencia de una omisión en el decreto o valoración de las pruebas, “surge cuando el juez 

carece del apoyo probatorio que permita la aplicación del supuesto legal en el que se sustenta la 

decisión.” Sentencia SU-453 de 2019 Corte Constitucional. 

 

1.- Se tiene que, conocidas  las pruebas aportadas por la parte demandada, toda ves que el traslado  
me lo realizó el juzgado después de la audiencia, y por solicitud mía, mi poderdante se da cuenta 
que el contrato  con serial  07505774 del  cinco (5 ) de febrero del año  dos mil doce (2012), el 
cual hace referencia a un compraventa de vehículo automotor tipo taxi placas VDE 637, rodante 
que mi prohijado pretendió comprar al señor José Ramiro León Suárez, que al no poder pagar el 
rodante, el negocio no prosperó, y regreso nuevamente a su dueño original, y  viendo el 
demandado que este documento no fue diligenciado en su totalidad, y que este reposaba en poder 
del señor León,  fue alterado con el fin de demostrar una deuda inexistente, y además de ello,  
aportarlo como prueba en la contestación de la demanda, nótese que este documento tiene:  

https://www.funcionpublica.gov.co/eva/gestornormativo/norma.php?i=159468
https://www.funcionpublica.gov.co/eva/gestornormativo/norma.php?i=159468
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Dos clases de caligrafía 
Que la placas son STH989 
Que es un taxi coupé. (Automóvil, normalmente deportivo, que tiene dos puertas) 
Que el valor es de 30,000.000 
Que tiene reserva de dominio 
 

Para demostrar que el contenido de este contrato es ajeno a la verdad,  se solicitó en el 
RUNT el historial  vehicular del rodante con placas  STH989,  el resultado arrojado es que ese 
vehículo no esta registrado, no existe, en Colombia no existen taxis tipo coupé, por otro 
lado, si mi mandante era propietario de un taxi, que objetivo tenía venderlo por otro taxi de 
menor valor, si los cupos de los taxis tienen el mismo valor, sea un rodante nuevo o antiguo, el 
señor León manifestó en la audiencia, que entre él y mi mandante existía una deuda por la venta 
del vehículo VDE 637, por lo tanto, si existía deuda, ¿ por qué no retuvo el rodante? y  aguardo más 
de un año para vendérselo al demandado tan económico?.   
 
El histórico vehicular expedido por el RUNT del único rodante que ha tenido mi prohijado, y que 
todavía está en poder suyo y que aún no se ha realizado el traspaso, tal cual lo demuestra los 
documentos allegados en este escrito, arroja los siguientes datos.  
 
Placas:  GRA 989 
Marca: Mazda  
Modelo: 1994 
clase: Automóvil  
Valor actual:  $ 3.140.000 
 

En conclusión, que persona mayor de 50 años, con experiencia suficiente en los negocios 
de vehículos, compra un vehículo particular modelo 1994 por $30.000.000 millones de pesos, 
cuando en realidad este vehículo para la fecha del negocio, no superaba los $7.000.000 millones 
de pesos colombianos, como vendedor de taxis el señor León sabe muy bien que taxis coupé no 
existen en Colombia, que esas placas no son las placas reales del rodante, cómo se puedo engañar 
a este sujeto para que firmara el contrato número 07505774. Es fácil concluir que el demandado 
no se acordaba de las letras del vehículo, pero   necesitaba demostrar una deuda, y este contrato 
le permitió crearla, incurriendo en el delito de falsedad material en documento privado (Art 289 
CP).  
 
2.- El testigo llevado por la parte demandada, señor José Ramiro León Suárez, en audiencia, a la 
pregunta del juez del porque había vendido el vehículo a bajo costo contestó “que el señor José 
del Carmen le había abonado 30 millones de pesos en efectivo, y en el contrato esta claro que 
este dinero estaba representado en el vehículo tipo taxi coupé de placas STH989.  Igualmente 
mintió cuando en la audiencia se le pregunto que cómo y cuánto dinero le había entregado al 
demandante por la venta del cupo del vehículo, este respondió que 50 millones de pesos en 
cheque, en el año 2018, este sujeto incurrió en el delito de falso testimonio descaradamente (Art 
442 y 453 CP) 
 

El mismo proceder tuvo el testigo Ramiro Mogollón Rodríguez, se dio la calidad de socio 
con un 50 % de propiedad del vehículo, aun sabiendo que la única suma de dinero que entrego al 
demandante por la compra del vehículo VDE 637, fueron 15 millones de pesos, y viendo que 
incumplió la obligación contractual, se asoció con el demandado para vender el cupo, y sacar 
provecho económico. 

La discrepancia entre los 2 testigos de la parte demandada sobre quien había recibido los 
105.000.000 millones de pesos que pagó el señor León por la compra del cupo del vehículo VDE 
637, es notoria, cuando en el interrogatorio se le pregunta a Ramiro Mogollón, si el señor José 
del Carmen Mogollón recibió algún dinero por el cupo, esta contesta “no señora” y en seguida 
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aclara que la venta del vehículo en mención nada tiene que ver con el inmueble en conflicto.  Estos 
dos testigos mintieron en el interrogatorio descaradamente sin importarles que incurrían en un 
delito. 

3.- Si se me hubiera permitido demostrar esto en la audiencia y desvirtuar los documentos 
allegados como prueba por la parte demandada, es muy posible que el pronunciamiento del a quo 
sería otro, pues no hubiera caído en el error de valorar pruebas que no son conducentes ni 
pertinentes y además proviene de un hecho ilícito. 

Se puede evidenciar, que los dos contratos de compraventa de vehículo automotor 
arrimados como prueba por la parte demandante, son  negocios realizados entre el señor León y 
mi poderdante, y entre   el señor Ramiro Mogollón  y mi poderdante, que no involucran a la parte 
pasiva o al objeto cuestión del litigio, pero sí es una evidencia clara  para demostrar, que el negocio 
entre el demandante y demandado consistió en una permuta, toda ves que la fecha de celebración 
del contrato de compraventa de vehículo  VDE 637 a Ramiro Mogollón, es el mismo día y año que 
las partes firmaron el contrato de compraventa del inmueble,  en donde el demandado entrego 
el vehículo al demandante, y este a su vez  le hizo entrega del rodante a Ramiro Mogollón, quien 
fungiría como administrador y promitente comprador del vehículo, como lo demuestra  el 
contrato número 08968947,  como también es una evidencia  para demostrar   la mala fe del 
demandado y sus dos testigos, es de aclarar que no se realizó  el trámite que legaliza el cambio 
de propietario, pues tanto mi apoderado como el señor Ramiro Mogollón, debían multas de 
tránsito, el que quedo en la tarjeta de propiedad del vehículo taxi de placas VDE 637 marca Atos, 
fue el demandado el señor Álvaro Mogollón Rodríguez. 
 
4.- En cuanto al oficio con fecha de 09 de diciembre del año 2020, aportado por la parte 
demandada como prueba, es curioso ver que a pocos días de la notificación de la demanda se 
diligenciara esta certificación, donde el señor José Ramiro León Suárez manifiesta y certifica que;   
 
primer inciso “Yo certifico que recibí la suma de cincuenta millones de pesos (50.000.000) por 
concepto de pago de un vehículo taxi de placas VDE 637marca Atos, los cuales fueron 
entregados de la siguiente forma; 10 millones de pesos representados en cinco letras de cambio cada una 
de dos millones de pesos y cuarenta millones de pesos de un crédito de Alta originadora”. 
 

En la audiencia el señor León manifiesta que; mi poderdante autorizó al demandado a 
entregarle ese dinero a él, pero no allegan documento alguno donde consta esa autorización. Este 
escrito es una evidencia que el dinero fue usado para comprar el vehículo VDE637, no para la 
compra del inmueble y mucho menos que mi mandante lo hubiera recibido en sus manos.  
 
Segundo inciso esa plata la sacó el señor José Álvaro Mogollón para pagarle a José del Carmen 
Mogollón un apartamento el cual él le vendió y con esa plata me pagó el vehículo que había 
comprado el señor José del Carmen Mogollón” “el cual era de mi propiedad 

 

 

Lo escrito en este inciso concuerda  plenamente con el contenido en el contrato de 
compraventa del inmueble a  folio 3  del contrato “aclaro que este negocio se hizo así, el señor 
Ramiro León Suárez con cédula 5.763.970, celular 3103059474  me saco  un préstamo de $40.000.000 
cuarenta millones en una entidad que se llama Alta Originadora y diez millones a cinco meses que le 
pague al señor José Ramiro León y el señor Ramiro León le dio un taxi  Atos de su propiedad  de placas 
VDE 637, se lo dio al señor José del Carmen por venta del apartamento 302.”  
 
Párrafo escrito en el contrato de compraventa por el demandado de puño y letra de él, en donde 
la parte pasiva manifiesta que el préstamo de Alta Originadora era para él, con el objetivo de 
comprar el rodante (VDE 637) al señor León, con el cual realizó el contrato de permuta con el 
demandante.  
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En audiencia el demandado sostiene que él  pago en efectivo  el dinero por la compra del   
inmueble,   manifestación contraria a este  escrito que allegaron como prueba en la contestación 
de la demanda, igualmente arguye,   que el mismo día de la entrega del inmueble se le desembolso 
ese dinero al demandante, eso es falso, pues otra  evidencia que allegaron como prueba en la 
contestación de la demanda, es una constancia  de un préstamo  del  27 de agosto del año 2013, 
y la entrega del apartamento fue el 24 del mes de abril del año 2013, se tiene que del mes de 
abril al mes de agosto, el demandado no había cumplido la obligación, la fecha de préstamo y firma 
del contrato de compraventa de inmueble no concuerdan, por lo tanto, no es cierto que en la 
fecha de celebración del contrato, el demandado le entregara esa suma de dinero al demandante, 
y mucho menos en  en efectivo. Pues el oficio firmado por el testigo Ramiro León, demuestra 
todo lo contrario. 
 
 Tercer inciso “es de aclarar que en el año 2015 le volví a comprar el mismo vehículo como cupo al 
señor José del Carmen Mogollón y a Ramiro Mogollón y actualmente está a paz y salvo conmigo y con 
alta Originadora.   Mi poderdante no ha sacado préstamo en Alta Originadora, ni al señor Ramiro 
León. 
 

Para esta fecha, la tarjeta de propiedad del rodante en mención estaba a nombre del señor 
José Álvaro Mogollón Rodriguez, (demandado) él era el único que podía vender el cupo, la 
manifestación hecha por Ramiro Mogollón Rodríguez en el interrogatorio, confirma este 
postulado, cuando argumentó “mi hermano”, refiriéndose al demandado, “nos hizo el favor de 
prestar su nombre para que quedara en la tarjeta de propiedad, pues debíamos algunas multas de 
tránsito”. 
 

En el año 2015, la propiedad real   del vehículo estaba en cabeza el demandado, con el 
100% ,  por lo tanto, tenía la disposición total de la cosa, es así como se asoció con Ramiro 
Mogollón y vendieron el cupo del rodante,  lo que el demandado  debió hacer en aras del negocio 
de permuta,  era entregar ese  de dinero a quien  le correspondía en realidad, o sea a mí prohijado, 
cosa que no fue así,   afirmación sostenida en el interrogatorio y en la demanda y que la 
contraparte  no desvirtuó,  pues no allegaron documento alguno donde  coste que el demandante 
recibió los $105.000.000 millones de pesos, producto de la venta del cupo del vehículo VDE 637. 
 

Igualmente, en audiencia en el interrogatorio del testigo Ramiro Mogollón a la pregunta, 
¿el señor José del Carmen Mogollón cuando se acercó al señor León, recibió algún dinero? 
Respuesta “No señora”. 
 

Así las cosas, se tiene que el demandante en el año 2015, era el propietario “aparente” del 
vehículo Atos VDE 637, y el demandado era el propietario “aparente” del apartamento 302, según 
el contrato de compraventa de inmueble (permuta), firmada por el promitente comprador y el 
promitente vendedor el día 24 de abril del año 2013. 
 

En este orden, como el demandado tenía los documentos del vehículo a nombre de él, y 
la posesión del inmueble objeto de la controversia, le pareció fácil vender el cupo del taxi, 
repartirse los $105.000.000 millones de pesos entre ellos, y adquirir el inmueble por usucapión, 
lo intentó, pues reconvino, pero no le prosperó, y así, despojar a mí poderdante de su vivienda. 
 

En conclusión, el demandado y sus dos testigos se concertaron con el fin de estafar al 
demandante y sacar beneficio de este negocio, nótese que los dos testigos y el demandado están 
involucrados en el negocio del mismo taxi citado reiteradamente, esta claro que mi prohijado, no 
recibió dinero por la venta del cupo del taxi, ni dinero en efectivo por el pago del inmueble objeto 
del litigio, el mismo acervo probatorio allegado por la parte demandada lo demuestra así, 
igualmente en la audiencia en el interrogatorio. 
 

Con esto queda desvirtuado que el demandante recibió cuarenta millones de pesos en 
efectivo por el pago del inmueble objeto de la demanda, como también queda demostrado, que 
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lo que entregó el demandado, fue el taxi Atos VDE 637, como pago por el apartamento, pero 
esto no se materializo en documento alguno, por ello, Álvaro y Ramiro Mogollón vendieron el 
cupo del vehículo a Ramiro León, despojando a mi poderdante del apartamento y del vehículo. 

 
Del mismo modo, queda demostrado la mala fe del demandado, pues él conocía la realidad 

del negocio, sin embargo, afirmo bajo la gravedad de juramento en la audiencia, que había pagado 
en efectivo el apartamento en la fecha convenida, igual proceder tuvieron los 2 testigos; el señor 
Ramiro León y el señor Ramiro Mogollón, incurriendo estos tres sujetos en los delitos de fraude 
procesal (Art 453 CP), Falso testimonio (Art 442CP), Estafa (Art 246, 247 CP), falsedad en 
documento privado (Art 289CP).   

 

Pero aquí no para la estafa, nuevamente Álvaro Mogollón volvió a involucrar a mi mandante 
económicamente con el vehículo taxi   VES 362, mi prohijado a finales del año 2016, vendió una 
propiedad (casa) y le quedaron veinticinco millones de pesos, no pago una pequeña deuda que 
tenía, por prestarle ese dinero a su hermano José Álvaro, con el fin de que con los intereses 
pagara dicha deuda a Intermediaciones y Negocio S.A.S.   Erróneamente nuevamente confió en 
su hermano, este no pago las mensualidades, por ende, le comenzaron un proceso ejecutivo, hoy 
día tiene el bien inmueble embargado descontándole parte de su salario, mi poderdante a su vez, 
lo demandó por esta suma de dinero para lograr el pago, proceso que cursa en el Juzgado 70 Civil 
Municipal n° 11001400307020200076200. 
 
5.- El a quo negó la pretensión del pago de lucro cesante constituidos en los arriendos que dejo 
de percibir mi poderdante por los años que el demandado vivió en el inmueble, arguyendo que el 
demandado poseía el inmueble de buena fe, la RAE define la - “mala fe” – como “la actitud personal 
de malicia, mala intención, deshonestidad y falta de respeto a la otra persona o a las obligaciones 
contraídas. Jurídicamente, la mala fe hace referencia a un elemento ético de contenido negativo. La mala 
fe lleva implícita una cierta malicia, falta de rectitud, una voluntaria y consciente ilicitud en el obrar,”  
características que presenta el demandado a tal punto de afirmar ante autoridad judicial, que pagó 
en efectivo a mi prohijado un dinero irreal. 
  
5.1.- Del mismo modo, condenó a mí mandante a restituir una suma de dinero que la parte 
demandada no pudo probar en documento alguno, que efectivamente mi prohijado recibió 
cuarenta millones de pesos en efectivo, como sí está probado que el cupo del vehículo taxi Atos 
VDE 637, lo vendió el demandado, en $105.000.000 millones de pesos, beneficiando tanto el 
demandado como a sus 2 testigos. 
 
Que además se benefició del producido del rodante y del apartamento al mismo tiempo. 
 
Que realmente las restituciones mutuas por declararse la nulidad absoluta del contrato de 
compraventa de inmueble por falta de requisitos legales, sería restituir el rodante al demandado, 
pero como este fue vendido por el demandado en ciento cinco millones de pesos ($105.000.000), 
se entiende que el demandado se auto restituyó la cosa por adelantado (el rodante VDE 637).  
 
En conclusión, si mi mandante es obligado a pagar esa suma de dinero, la cual que no recibió, lo 
condenarían al pago de lo no debido artículos 2316 y 2318 CC.   
 
Con fundamento en lo esbozado anteriormente, podemos evidenciar que la a quo, claramente 
incurrió en el llamado defecto fáctico por acción, “(…) se da cuando a pesar de que las 

pruebas reposan en el proceso, hay: a) una errónea interpretación de ellas, bien sea porque se da 

por probado un hecho que no aparece en el proceso, o porque se estudia de manera incompleta, o 

b) cuando las valoró siendo ineptas o ilegales, o c) fueron indebidamente practicadas o 

recaudadas, vulnerando el debido proceso y el derecho de defensa de la contraparte; entonces, es 

aquí cuando entra el juez constitucional a evaluar si en el marco de la sana crítica, la autoridad 

judicial desconoció la realidad probatoria del proceso”. sentencia T-324 de 2013.  
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 PETICIÓN 
 
En razón de lo antes mencionado, respetuosamente me permito solicitarle a usted su 
señoría lo siguiente: 
 
2.1. Se REVOQUE la orden de restituir a la parte demandada la suma de cuarenta millones de 
pesos indexada a la fecha de entrega, toda vez que las evidencias y el interrogatorio de los testigos 
dan cuenta que mi apoderado no recibió esa suma de dinero, y que el demandado se benefició de 
$105.000.000 millones de pesos por la venta del cupo del vehículo taxi Atos VDE 637. 
 
2.2. Se CONDENE a la parte demandada a la multa de un salió mínimo legal mensual vigente por 
no proceder con sus deberes y responsabilidades. 
 
2.3. Por ser el demandante poseedor de mala fe, SE ORDENE el pago de los frutos civiles dejados 
de percibir durante el tiempo que permaneció en posesión del inmueble. 
 
2.4 Se condene en costas del proceso a la parte demandada. 
Atentamente, 
 

 

Olga Rosa Rodríguez Rodríguez 
C.C. 35.504.344, Bogotá D.C 
T.P.  317737, CSJ 
Correo: abog.rodriguez.asociado@gmail.com 
Tel: 322.405.01.04 – 318.597.63.97 
 
 

ANEXOS  

Documentos y evidencias de lo sustentado en este escrito. 

 

 

mailto:abog.rodriguez.asociado@gmail.com
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Fecha del del préstamo 27 de agosto del año 2013. 

Fecha de firma del contrato de compraventa 24 de abril del año 2013 



 
15 

 

 

 

Este documento confirma que los cuarenta millones fueron entregados por el demandado directamente 

a Ramiro León, vendedor del rodante VDE637, para compra del mismo. 

 

 

 

 



 
16 

 

 

 

Letra (caligrafía) del demandado, en donde expresa que el préstamo es para él y que es para pagar el 

vehículo placas VDE637, aquí se demuestra el contrato de permuta, taxi por inmueble. 
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“Cláusula tercera”, la representación del vehículo STH989 es por el valor de 30.000.000 millones de 

pesos, ellos debían crear una deuda con el fin de acreditar los 78 millones de pesos del valor del 

supuesto taxi coupé VDE637, es obvio que la pregunta iba a surgir del porque vendió tan económico el 

vehículo.  
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El vendedor se reserva el derecho de dominio. Esperó más de un año sin tener beneficio alguno, para 

venderlo al demandado, esto es dudoso para una persona con una vasta experiencia en los negocios de 

vehículos.  
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Fecha, 24 de abril de 2013 a 24 de abril 2014…………12 meses 

             24 de abril de 2014 a 24 de abril 2015………… 12 mese   

            Total 24 meses, no tuvo tiempo de pagar la totalidad de letras, son 34 letra, necesitaba 34 meses. 

           El vehículo lo vendieron en el año 2015 
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 Marca para seguimiento.

Lun 14/03/2022 3:01 PM

Buena tarde, allego el escrito de sustentación de apelación.

O Olga Rosa Rodríguez Rodríguez
<abog.rodriguez.asociado@gmail.com>     
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